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RESUMEN 

Dentro del presente trabajo se desarrollará la temática del indulto presidencial y el 

indulto anticipado del ejecutivo. El indulto es una figura jurídica que requiere que se la 

aplique con estricto apego a la ley, es decir, aquellas personas que han sido 

condenadas por sentencia condenatoria ejecutoriada. Asimismo, se observará que se 

verifican requisitos como las razones humanitarias, buen comportamiento, entre otros. 

En el mismo sentido, es pertinente señalar que, indulto anticipado presidencial fue 

aprobado mediante la Ley Orgánica de Solidaridad Nacional y posteriormente, como 

indulto diferido en la Ley Orgánica de Integridad Pública. No obstante, dichas leyes 

fueron declaradas inconstitucionales por vicios de forma. Continúa siendo un asunto 

relevante e importante de analizar la incidencia e implicación de un indulto que puede 

menoscabar o vulnerar derechos constitucionales como la tutela judicial efectiva, 

debido proceso y derechos de víctimas, más aún si este se concede anticipadamente, 

sin perjuicio que la extinción de la pena quedaba diferida hasta la sentencia 

ejecutoriada. Por tanto, se examinará la doctrina y normativa pertinente para poder 

abarcar el tema del derecho constitucional y penal, ya que, implica que una persona 

cometa una infracción penal.  

 

 

Palabras Claves: Indulto presidencial, indulto anticipado, sentencia ejecutoriada, 

condena y perdón. 
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ABSTRACT 

This paper will explore the topic of presidential pardons and early executive pardons. 

A pardon is a legal figure that must be applied strictly according to the law, meaning it 

applies to those who have been convicted by a final court sentence. It will also look at 

requirements such as humanitarian reasons, good behavior, among others. Similarly, 

it is worth noting that the early presidential pardon was approved through the Organic 

Law of National Solidarity and later, as a deferred pardon, in the Organic Law of Public 

Integrity. However, these laws were declared unconstitutional due to procedural flaws. 

It remains a relevant and important issue to analyze the impact and implications of a 

pardon that could undermine or violate constitutional rights, such as effective judicial 

protection, due process, and victims' rights, even more so if this is granted in advance, 

without prejudice to the fact that the extinction of the penalty remained deferred until 

the final judgment. Therefore, the relevant doctrine and regulations will be examined 

in order to cover the topic of constitutional and criminal law, since it implies that a 

person commits a criminal offense. 

 

Key Words: Presidential pardon, early pardon, final judgment, conviction, and 

forgivenes
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El indulto representa una facultad muy delicada, ya que, puede conducir  

a dejar sin efecto la ejecución de una sentencia ejecutoriada, esto es, por autoridad 

de cosa juzgada de una persona que ha cometido una infracción penal. Es decir, se 

observa cómo el poder ejecutivo o legislativo puede modificar una decisión del poder 

judicial, así también doctrinariamente se concibe el indulto anticipado y con efecto 

diferido, incorporado mediante las leyes de: Ley Orgánica de Solidaridad Nacional y 

la Ley Orgánica de Integridad Pública, las cuales fueron declaradas inconstitucionales 

por parte de la Corte Constitucional. Sin embargo, si se volviese a presentar, toda vez 

que, se subsanen los vicios de formas, podría entrar en conflicto con el ordenamiento 

jurídico vigente. Justamente, la figura jurídica del indulto es una potestad de gracia 

atribuida al Presidente de la República y a la Asamblea Nacional, con fines 

humanitarios, y que se establece un procedimiento legal para su concesión el cual 

debe ser cumplido a cabalidad para no incurrir en abuso del derecho, debe ser 

empleado con estricto apego a derecho. 

Ahora bien, en la actualidad un indulto de una persona que cumple  

una condena de privación de libertad y que se encuentra en una situación de gravedad 

de salud como un cáncer terminal, entre otras cuestiones, por razones humanitarias 

podría ser merecedora de un perdón, de un derecho de gracia denominado indulto, 

siempre que, se cumpla el procedimiento legal pertinente. Sin embargo, es importante 

analizar la situación si al momento de conceder indultos se podrían vulnerar derechos 

constitucionales: Tutela Judicial Efectiva, Debido Proceso y derecho de víctimas. Más 

aún si se tratase de un perdón anticipado a una condena. 

La Tutela Judicial Efectiva al ser aquel derecho de protección que  

permite tener acceso a los órganos jurisdiccionales para hacer valer sus derechos y 

que se obtenga una respuesta mediante sentencia y que una vez obtenida, esta se 

pueda ejecutar, podría verse menoscabado al modificarse la misma por otro poder del 

Estado. De igual manera, con el Debido Proceso por cuanto las garantías que existen 

para asegurar que un proceso será justo, son cambiadas con el tiempo, ocurría una 

indefensión para las víctimas, y consecuentemente, afectan sus derechos. Por ello, 

INTRODUCCIÓN 
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resulta pertinente, analizar la figura del indulto a la luz de los derechos 

constitucionales. 
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DEL INDULTO PRESIDENCIAL Y DEL INDULTO PRESIDENCIAL ANTICIPADO Y 

GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO EN EL ECUADOR 

Se podría señalar que, el indulto conlleva a una oportunidad de  

obtener un privilegio que otro no lo tiene, esto es, una prerrogativa de gracia. En sí, el 

ordenamiento jurídico faculta a una autoridad poder detener el cumplimiento de una 

condena a una persona, cuando este ha delinquido, en otras palabras, se le perdona 

sus infracciones penales. Es decir, el cumplimiento de la pena que tenía en el 

momento de la concesión del indulto se extingue por completo (Cebrián, 2022). 

El indulto conlleva a que exista una sentencia condenatoria y que a  

dicha persona se le otorga el favor de no ser castigado por un delito que cometió en 

virtud de las causales legales. También, se podría esgrimir que conduce a la remisión 

o condonación de penas según los casos establecidos en las normas jurídicas 

pertinentes. La figura jurídica del indulto es aquella que responde a las razones 

humanitarias y que los hacen merecedor del favor del perdón y de esta manera poder 

dar cumplimiento a los derechos humanos. De igual manera, se podría definir como 

la extinción de la pena. (Altamirano, 2016). 

El indulto se encasilla en las formas de gracia, súplica, clemencia,  

perdón o condonación por autoridad competente como la Presidencia de la República 

del Ecuador. En este sentido, representa un acto discrecional que, para determinado 

caso, quien debía cumplir una condena, esta quedaría disminuida o eliminada. 

Siempre que se cumplan los presupuestos legales para su procedencia, una persona 

puede dejar de cumplir una condena en virtud del perdón otorgado por la autoridad 

competente (Carracedo, 2017). 

 

En cuanto al indulto anticipado es aquel que acaece como derecho de  

gracia de que una persona sea perdonada en todo o parte de una pena, y que se 

realiza a quien está siendo procesada, es decir, sin ser condenada (Díaz, 2026). De 

igual manera, puede ser concebido como aquel que, aún no siendo condenado dentro 

de un proceso, recibe un perdón sin ser aún condenado mediante sentencia (Sánchez, 

Capítulo 1 

-Definiciones de Indulto 
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1991). Asimismo, se puede señalar que, el indulto anticipado conlleva a que, se lo 

conceda antes de emitirse la sentencia en firme o sin que haya empezado el 

procedimiento (Quintero, 2024). 

 

 

Al momento de concebir la idea del indulto como una figura jurídica  

para perdonar una condena ejecutoriada, se puede observar, 2 tipos de naturalezas, 

uno de ellos como acto jurídico y otro como un acto político. El indulto puede ser 

concedido por el Presidente de la República y la Asamblea Nacional, lo cual no es 

arrogación de funciones con el poder judicial, por cuanto la propia Constitución los 

faculta. Asimismo, no constituye un acto jurisdiccional, ya que, no existiría la 

separación y respeto de poderes (Alonso, 2025). 

La finalidad del indulto se la puede observar en su utilidad como son  

los casos de: atenuar las penas, reparar errores judiciales, resolver situaciones 

políticas. En definitiva, conlleva una promoción de la justicia, equidad y bien colectivo 

y evidentemente, para poder actuar ante razones humanitarias (Alonso, 2025). 

Básicamente, el espíritu de la norma que regula el indulto representa la modalidad 

para extinguir de forma total o parcial la pena que tenía una persona mediante 

sentencia condenatoria ejecutoriada con criterios de equidad, justicia y bien común 

(Rodríguez & Castellano, 2022). 

El indulto es una figura jurídica para que un poder del Estado,  

como el ejecutivo pueda otorgar el derecho de gracia, es decir, se convierte en una 

facultad del ejecutivo y legislativo para perdonar conforme con derecho. Además, se 

establece que la concesión de un indulto se convierte en función del ejecutivo, en el 

caso que nos ocupa, para poder examinar la situación de una persona. Culminando, 

de ser el caso, con una suspensión de una pena para evitar su ejecución (Ibañez, 

2023). 

En cuanto al indulto anticipado es importante tener presente que,  

pretende subsanar o evitar por una justicia humana, las injusticias en la aplicación del 

derecho (Sánchez, 1991). Se continúa la línea tradicional del indulto por cuestiones 

humanitarias. 

-Naturaleza Jurídica del Indulto 
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Existen distintos tipos de indulto como es el caso de la procedencia,  

es decir, quien los solicite: condenado, tercera persona o el Estado. Por otro lado, 

también puede ser indultos puros, los cuales no se establecen disposiciones o 

escenarios jurídicos para su procedencia o condicionados, siendo estos los que se 

sujetan por la justicia, equidad y utilidad pública (Quintero, 2024). De igual manera, se 

puede concebir al indulto como total o parcial. El primero, involucra la condonación de 

todas las penas; mientras que, el segundo, solo de algunas penas (Muñoz, 2013). Los 

indultos también pueden ser clasificados en generales y particulares. Los primeros 

cuando su aplicación es para todos que cumplan dicha condición o condiciones; y, los 

segundos, refieren a casos concretos (Herrero, 2012).  

Asimismo, acaece la figura del indulto anticipado, misma que, se  

otorga de forma previa a la realización del juicio, esto es, antes de expedir la sentencia, 

doctrinariamente existe, sin embargo, el Ecuador no la contempla, debido a que, debe 

existir una condena para poder ser merecedor de dicha gracia de perdón, este último 

sería el indulto post sentencia, ya que, es necesario que exista una condena 

ejecutoriada. El indulto anticipado en sí acarrea una problemática en cuanto a que 

estuviera reconociendo su responsabilidad y necesita de la condonación, asimismo, 

existe una disyuntiva en cuanto al hecho de que, si es anterior a la pena, entonces de 

qué se lo estaría perdonando, básicamente, una incongruencia jurídica. Este tipo de 

indulto en definitiva, es aquel que surge de manera anterior a la celebración del juicio, 

esto, es antes de que se expida la sentencia (Muñoz, 2013). 

 

De la misma forma, en la doctrina se concebía el indulto judicial, en  

donde el órgano jurisdiccional solicita la concesión del indulto, no obstante, este último 

no consta en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, ya que, de observarse violación de 

derechos del procesado se encuentra los remedios procesales denominados 

recursos, como el de apelación, casación y revisión (Muñoz, 2013). En el caso que 

nos ocupa corresponde al indulto concedido por el Presidente de la República del 

Ecuador. 

 

-Clases de Indulto 
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Del indulto presidencial vigente 

Código Orgánico Integral Penal 

El Art. 72 establece las formas de extinguir una pena, en particular el  

numeral 4 corresponde al indulto. De igual manera, el Art. 74 prevé el indulto 

presidencial a una persona que se encuentre con una sentencia de privación de 

libertad y que haya tenido buena conducta durante el cumplimiento de la pena. El reo 

debe solicitar el indulto al Presidente de la República o la autoridad designada para 

evaluar la petición. En caso de ser negada, podrá presentarla toda vez que haya 

trascurrido un año más de la ejecución de la pena con una conducta buena.  Asimismo, 

en virtud del Art. 230 se estipula que los jueces de garantías penitenciarias son los 

encargados de verificar que cumpla el indulto presidencial. 

Reglamento para la concesión de indulto, conmutación o rebajas de penas 

El Art. 1 prevé que el beneficio sólo procede cuando una persona esté  

privada de libertad por una sentencia ejecutoriada. En el mismo sentido, el Art. 2 define 

al indulto presidencial como una potestad discrecional del ejecutivo de otorgar la 

conmutación, rebaja o perdón de penas cuando estas tengan una buena conducta 

durante el cumplimiento de su condena. Cabe mencionar que, el indulto no implica 

que se acabe la reparación integral de víctima. 

De la misma forma, el solicitante puede ser el preso o una tercera  

persona como intermediaria. Se excluye a las personas que han cometido delitos 

como: genocidio, secuestro, tortura, desaparición forzada de personas y homicidio por 

motivos políticos o de conciencia. No obstante, se podría considerarlos como posibles 

beneficiados si poseen una enfermedad catastrófica o terminal.  

Por otra parte, la conmutación de pena conlleva al reemplazo de la  

pena privativa de libertad por una sanción contemplada en el Art. 60 del Código 

Orgánico Integral Penal (tratamiento, psicológico, servicio comunitario, prohibición de 

salir del domicilio, etc.). Mientras que, la rebaja de pena justamente es la disminución 

de la condena en prisión. En otro sentido, la buena conducta responde aquel 

comportamiento impecable que no ha incurrido en sanciones disciplinarias graves o 

-Procedimiento del Indulto Presidencial 
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gravísimas contenidas en los Arts. 723 y 724 del Código Orgánico Integral Penal 

(participar en peleas, portar armas, etc.) 

La conducta ejemplar conlleva a que no ha sancionado con las  

sanciones disciplinarias leves, graves y gravísimas establecidas en los Arts. 722-724 

del Código Orgánico Integral Penal (arrojar basura en lugares no designados, no usar 

el uniforme, etc.). El Art. 3 establece que la solicitud debe ser por escrito ante el 

Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, no obstante, por la restructuración 

del Estado, la solicitud es ante el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas 

Adultas Privadas de Libertad y a Adolescentes Infractores (SNAI). Se estipula que la 

solicitud debe contener: identificación del condenado o de ser el caso, el tercero y 

condenado, descripción de los hechos con la pena impuesta y resolución judicial, 

tiempo de cumplimiento de condena, copia certificada de la sentencia condenatoria 

ejecutoriada, certificado de no estar sentenciado o causas pendientes de sentencia 

por comisión de otros delitos y motivo por el cual solicita el indulto con sus soportes. 

Es importante señalar que, el presunto beneficiario debe expresar su arrepentimiento 

del delito cometido y las disculpas a las víctimas.  

Para la justificación de enfermedades catastróficas o terminales se  

debe acompañar el certificado médico del Ministerio de Salud Pública. Por otra parte, 

en caso de que, exista un trámite de oficio, esta información deberá ser proporcionada 

por el SNAI. También, consta el Art. 4 dentro del cual se prevé el análisis de la petición. 

Esto conlleva a que, el SNAI verificará que se encuentren todos los requisitos previstos 

normativamente, caso contrario la devolverá al requirente para que complete. No 

obstante, de observarse que se encuentre completo, solicitará un informe disciplinario 

del Director del Centro de Rehabilitación Social, se informará a la víctima del delito 

quien podrá emitir su opinión, la cual no será vinculante.  

El Art. 5 prevé el procedimiento del indulto, en el que se establece  

que, al ser una potestad discrecional, no será necesario responder al requirente. Toda 

vez que, conste la documentación en su totalidad, el SNAI remitirá un informe 

motivado no vinculante con recomendación al Presidente. Por otro lado, el Art. 6 

establece que, el ejecutivo podrá otorgar el indulto presidencial si está de acuerdo con 

el informe favorable del SNAI y consecuentemente, emitirá el decreto que podrá ser: 

perdón del cumplimiento de la pena, rebaja de la pena o conmutación de esta. Se 

estipula que la decisión no estará supeditada al silencio administrativo. 
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De las leyes declaradas inconstitucionales sobre el indulto presidencial anticipado 

 

Ley Orgánica de Solidaridad Nacional 

 

Se intentó incorporar el indulto presidencial con efecto diferido en un  

conflicto armado interno. Se la daba la facultad al ejecutivo la potestad de indultar con 

efecto diferido, ya sea por las razones humanitarias o de interés público excepcional. 

Se dirigía a personas procesadas por conflictos armados. Asimismo, se establecía 

que, podría dar el indulto en la investigación previa o en cualquier fase procesal 

anterior a la sentencia. Por otro lado, el indulto con efecto diferido suspende la prisión 

preventiva y el indulto regirá cuando se expida la sentencia ejecutoriada. 

Los casos del indulto con efecto diferido son: seguridad y orden  

público, enfermedades catastróficas y con la colaboración significativa en la justicia.  

Estableciendo las prohibiciones de aplicación en delitos: contra la administración 

pública, genocidio, tortura, etc. En los casos de que la persona no se encuentre en los 

casos previstos, se argumentará en los elementos de convicción del fiscal, para poder 

conceder el mismo. 

 

Ley Orgánica de Integridad Pública 

 

Se incorpora la figura del indulto presidencial con efecto diferido en un  

conflicto armado interno.  

Básicamente, la propuesta de un indulto presidencial anticipado se  

hizo para los casos que tenían relación con la seguridad nacional, esto es, con el 

conflicto armado interno. Ante tantos problemas que hubo y que se declararon estados 

de excepción por conmociones internas, los funcionarios encargados de la seguridad, 

(policías, militares) se encontraban expuestos en aras de dar cumplimiento con sus 

funciones. Por ello, el ejecutivo planteaba un blindaje para aquellas personas que, por 

razones humanitarias y la incorporación de interés público excepcional, puedan ser 

indultadas. 

Los hechos controvertidos deben provenir del conflicto armado  

interno, la particularidad es que puede ser otorgado en la investigación previa o 

cualquier etapa en el juicio anticipadamente, sin embargo, la extinción de la pena 

queda diferida hasta que la sentencia se encuentre ejecutoriada. Antes de ella, el 
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efecto inmediato era suspender la prisión preventiva sin detener el proceso ni la 

reparación. Se establecen casos para su procedencia: por cumplimiento de deber 

frente a organizaciones armadas, por enfermedades catastróficas, por colaboración 

con la justicia 

 

 

El Debido Proceso constituye un derecho de protección constitucional,  

esto conlleva a las garantías mínimas y elementales que los procesos administrativos 

y judiciales deben tener. Se podría decir que, su génesis está en el derecho anglosajón 

en el siglo XIII con la Carta Magna del año 1215. Posteriormente, se fue desarrollando 

el concepto como tal del debido proceso para poder asegurar procedimientos justos, 

democráticos y con seguridad jurídica (Agudelo, 2005). 

Cuando se trata del procedimiento, el cual conlleva a que existan las  

reglas claras y anteriores al hecho, justamente, como se encuentran las normas 

previstas, cada parte procesal se evacúa en atención de los derechos tanto del 

acusado como el afectado. Si no se conociese las diferentes etapas, el presunto 

infracto quedaría en total indefensión. Básicamente, el debido proceso se lo podría 

observar con conjunto de garantías procesales para la defensa del accionado y 

accionante (Colombo, 2004). 

El Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador prevé que, el  

debido proceso debe ser aplicado en todo proceso administrativo y judicial con las 

siguientes garantías: aplicación del ordenamiento jurídico, presunción de inocencia, la 

no aceptación de la prueba ilícita, principio de legalidad, principio de proporcionalidad, 

derecho a la defensa, etc.  

-Características del Debido Proceso 

El debido proceso se caracteriza por convertir un proceso en justo y  

que las partes involucradas puedan tener una paridad de armas en el momento de 

discutir sus derechos. Los elementos que lo acompañan son: juez natural, legalidad, 

normas preexistentes, celeridad, pruebas, publicidad, non bis in ídem, presunción de 

inocencia, entre otros. Por ejemplo, dentro de un juicio donde se discute la paternidad 

-Concepciones del Debido Proceso 
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de un menor, sin duda alguna la prueba de ADN resulta imprescindible para dirimir la 

controversia, justamente aquello es aplicar el debido proceso (Prieto, 2003). 

Se podría esgrimir que, el debido proceso conlleva a que el proceso  

debe contar con idoneidad para que el resultado sea correcto y óptimo al momento de 

resolver un conflicto. Por ejemplo, dentro de un sumario administrativo, el debido 

proceso es indispensable puesto que, de determinar la responsabilidad de un servidor, 

debe existir lo necesario para encontrar la verdad procesal dentro del expediente 

disciplinario, como es el caso de que se asegure el derecho a la defensa del 

sumariado. Asimismo, se caracteriza por la neutralidad, ya que, no se trata de dar más 

derechos a una de las partes, sino que todas tengan acceso a las garantías. Por otro 

lado, también se observa la imparcialidad, ya que, al resolver una situación jurídica, 

esta sea conforme con derecho y no con afectos ni desafectos (Wray, 2000). 

 

De la misma manera, se concibe a la igualdad en la que las partes  

involucradas deben ser tratadas. De la mano le sigue la transparencia que justamente 

sus etapas procesales deben ser públicas para las partes y con rigor a las normas 

jurídicas pertinentes. Por otra parte, conlleva a la contradicción ya que, cada parte 

debe defenderse con argumentos y pruebas a su favor, para así poder obtener las 

evidencias que permitan solucionar el problema. Cabe mencionar que, toda decisión 

administrativa o judicial deberá ser motivada conforme con derecho (Wray, 2000). 

-Debido Proceso en el Indulto 

En virtud de lo previamente expuesto en relación de que todo proceso  

administrativo o jurisdiccional debe contar con un debido proceso. Es importante 

analizar si las solicitudes administrativas de indulto afectan el debido proceso de los 

procesos penales. Si se analiza la figura del indulto anticipado y con efecto diferido, el 

debido proceso concebido para el procedimiento penal estaría siendo modificado, ya 

que, las reglas adjetivas no se estarían dando cumplimiento, por cuanto se perdona 

sin que exista una sentencia, es decir, no se llevó a cabo un legítimo proceso para 

determinar su responsabilidad y que cumpla con la pena que le corresponde, además, 

de la reparación integral de la víctima. Asimismo, la normativa planteada en la Ley 

Orgánica de Solidaridad Nacional y la Ley Orgánica de Integridad Pública 

establecieron cuestiones que contradicen las normas procesales, como es el caso de 
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la suspensión de prisión preventiva, cuando esto no se establece en el Código 

Orgánico Integral Penal en cuanto a las medidas cautelares. 

De igual manera, se puede señalar que, el indulto puede ser otorgado  

en la investigación previa o cualquier etapa procesal, recae en una incongruencia 

jurídica, por cuanto dicha persona aun no ha sido condenado ni responsabilizado 

penalmente, por ende, continúa con su presunción de inocencia, es decir, una 

contradicción total. Asimismo, este tipo de indulto se lo había planteado para el caso 

específico de conflicto armado, sin embargo, en los casos de aplicación esta figura se 

establecía la de padecer enfermedades catastróficas o de alta complejidad, lo cual 

causa contradicción y que puede incurrir en abuso en cuanto a su aplicación y dejar 

en la impunidad los delitos.  

Es ahí, donde cabe analizar si el indulto puede llegar afectar el 

derecho constitucional de protección denominado debido proceso, ya que, para ello 

se encontraban los remedios procesales, estos son, los recursos, justamente el 

derecho a la defensa a recurrir fallos. Es decir, en caso de llegar a una resolución 

motivada donde declare responsable a una persona, esta será ineficaz en cuanto a la 

ejecución de la pena, ya que, ha sido perdonado, y además, que anticipadamente.  

Un proceso judicial posee dos fases: una cognoscitiva, esto conlleva  

desde el acto propositivo de la demanda hasta justamente resolver mediante 

sentencia los asuntos sustanciales de la causa (pretensiones y excepciones). 

Asimismo, esta decisión judicial puede ser objeto de impugnación por medio de 

recursos durante la primera instancia y cuando se interpone los recursos verticales 

denominados de alzada los cuales al momento de resolverlos la sentencia se 

ejecutoría por ser la última instancia.  

Posteriormente, ocurriría la segunda fase, esta es la de ejecución que  

en el caso penal conduce a la imposición de la pena, como es el caso de la privación 

de libertad. Precisamente, en esta etapa en la que se encuentra el procesado 

cumpliendo la pena, es que posteriormente podría solicitar un indulto. Se podría 

señalar que, la sentencia ejecutoriada da origen a la cosa juzgada de la causa, lo cual 

Capítulo 2 

-Sentencia ejecutoriada y cosa juzgada 
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implica que no existe recursos pendientes por resolverse para la determinación de la 

responsabilidad penal, es decir, un carácter definitivo (Torres & Suárez, 2024). 

Por otro lado, la cosa juzgada siendo aquel sello de garantía que  

otorga el Estado para asegurar que un caso ya se encuentra juzgado, resuelto. Esta 

figura jurídica acaece cuando ya no cabe recurso alguno o en su defecto no se los 

interpuse en el tiempo debido. Se caracteriza por ser inimpugnable e inmutable 

(Cansino, 2018). Asimismo, se puede esbozar que, se la puede visualizar como 

indiscutible e inatacable toda vez que se haya expedido. Básicamente, impide que 

exista un nuevo conocimiento sobre lo mismo posteriormente (Guasp, 1948). En sí, la 

cosa juzgada permite que una persona que haya sido condenada por un delito, no sea 

nuevamente juzgada por la misma razón, por ello, se la considera una excepción para 

poder oponerse y defenderse en derecho. Tanto la sentencia ejecutoriada como la 

cosa juzgada guardan relación como previamente se ha expuesto y que convierte una 

situación jurídica en definitiva. 

Para poder esclarecer los hechos y determinar responsabilidades es  

necesario que, para la concesión de indulto, exista claramente una sentencia 

ejecutoriada con el efecto de cosa juzgada.  

 

 

El indulto presidencial modifica una decisión judicial definitiva, como  

es el caso de razones humanitarias. Lo cual, de cierta forma, afecta y menoscaba la 

sentencia ejecutoriada que era inmutable, debido a que, ya había sido sometida a los 

recursos. Aún más intentar aplicar un indulto anticipado, si bien no atentaría con la 

sentencia ejecutoriada debido a que, no se ha llegado a dicha etapa procesal, no es 

menos cierto que, no estarían cumpliendo las etapas procesales previstas en el 

Código Orgánico Integral Penal. Es decir, se tomaría una decisión prematura, como si 

se declarase su responsabilidad del hecho y que solicita el indulto, por ende, cual sería 

la necesidad de todo el procedimiento si se estaría desnaturalizando el proceso. 

De igual manera, un indulto no anticipado altera la institución jurídica  

de la cosa juzgada por cuanto su inalterabilidad es modificada para poder dejar de 

cumplir la sentencia en firme. Por otra parte, si se concediese un indulto anticipado 

sin que haya sido juzgado el sujeto se alteraría la seguridad jurídica del procedimiento 

jurisdiccional penal cuando una persona comete una infracción penal. 

-Indulto de una condena ejecutoriada  
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El derecho penal aparece como respuesta del sufrimiento de una  

persona o grupo de personas. De ahí, se originan distintos tipos de víctimas como 

personas particulares o la propia administración del Estado. Prácticamente, la 

regulación de una consecuencia jurídica a causa de que se ha dañado a otro 

ocasionando sufrimiento de distintas maneras, tenga una sanción penal, justamente 

es por la propia cultura y orden social (Aristimuño, 2019).  

La víctima le da sentido al derecho penal porque es a quien se le ha  

vulnerado sus derechos contenidos en el ordenamiento jurídico vigente, ocasionando 

un daño como es el caso del hurto, violación, etc. Por tanto, origina la existencia de 

un proceso penal para poder determinar la responsabilidad penal y merecedor de la 

pena prevista en la ley para dicho tipo penal (Leyton, 2008). El Ecuador ha ido 

regulando su normativa empatada al Derecho Internacional en aras de garantizar la 

tutela de los derechos de las víctimas, como es el caso de la Declaración sobre los 

principios básicos de justicia para víctimas de crimen y maltrato de poder de 1985. 

También, en la Constitución de 1998 se buscó cumplir con la protección de víctimas 

estableciendo la obligación al ministerio competente para velar por los derechos de 

víctimas, testigos y demás partes de la causa penal. Con la aparición del Código 

Orgánico Integral Penal se otorgó la obligación de tutela a la Fiscalía General del 

Estado (Torres, 2024). 

Las víctimas son parte procesal y el Fiscal como titular de la acción  

penal es el responsable de poder solicitar la formulación de cargos y acusar por un 

delito determinado que ha sido cometido dañando a la víctima. A su vez, también 

puede presentar acusación particular. Dentro del proceso penal no se debe 

revictimizar a la persona afectada, obtener las medidas de protección necesarias de 

ser el caso y su reparación integral, siendo sus derechos otorgados por el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano. Esto conlleva a la imposición de la pena al reo 

como es el caso de la privación de libertad.  

-Derecho de las víctimas  
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-Vulneración de derechos: Debido Proceso, Tutela Judicial Efectiva y los 

derechos de la víctima 

La tutela judicial efectiva y el debido proceso son derechos de  

protección constitucionales. La tutela conlleva a poder tener acceso al sistema de 

justicia para hacer valer los derechos de manera célere y obtener una sentencia para 

su aplicación en aras de resolver el conflicto, no obstante, el indulto lo que hace es 

extinguir toda la tutela judicial efectiva que existió al momento de perdonar la ejecución 

de la pena. En un indulto anticipado, la tutela judicial efectiva sería vulnerada por 

cuanto ni siquiera se están respetando las etapas procesales de una persona que 

puede o no ser declarada culpable. Por ello, se observa una violación al mencionado 

derecho de protección debido a que, lo deja sin efecto. Por otro lado, el debido proceso 

que se tiene que realizar en una causa, estaría siendo inobservado por un indulto 

anticipado, y consecuentemente, otorgando inseguridad jurídica.  

Ahora bien, en un indulto anticipado, se atentaría totalmente con los  

derechos de tutela judicial efectiva y debido proceso, ya que, ni siquiera les dio paso 

para la determinación de responsabilidad, cuando las personas poseen su principio 

de presunción de inocencia. Por lo que, indultar a una persona sin sentencia 

ejecutoriada vulneraría aún más los derechos de protección, causaría una 

contradicción e inseguridad jurídica. 

Asimismo, las víctimas que fueron afectadas por los que se  

encuentran detenidos o investigados y que son indultados, no gozan de su íntegra 

reparación integral, por cuanto, lo que habían obtenido con la administración de 

justicia, posteriormente, lo modifican. Entonces, al establecer un indulto anticipado, 

dejaría a las víctimas en indefensión de poder contar con la tutela judicial efectiva y 

debido proceso para quien les hizo daño cumplan con la pena prevista en la ley. 
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-Propuesta 

El indulto anticipado planteado en las leyes de Solidaridad Nacional e  

Integridad Pública no deberían ser implementadas, puesto que atenta contra el debido 

proceso, tutela judicial efectiva, seguridad jurídica y el derecho de las víctimas. Por 

ello, si la finalidad del proyecto era ayudar a quienes trabajen para la seguridad 

nacional ante un conflicto interno, se debería reformar el Código Orgánico Integral 

Penal, como el caso de que no proceda la prisión preventiva y se puedan defender en 

libertad. Por otor lado, mantener la figura del indulto, esto es, con sentencia 

condenatoria.  
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El ordenamiento jurídico ecuatoriano contempla la figura del indulto  

presidencia, para poder perdonar a una persona que se encuentra cumpliendo una 

pena privativa de libertad, o a su vez, para reducirla o modificarla por razones 

humanitarias. La petición es por vía administrativa y debe cumplir con los requisitos 

previstos en las normas pertinentes. Es importante destacar que, ley contempla que 

para puedan ser beneficiados por el indulto debe contar con una sentencia 

ejecutoriada.  

El planteamiento de que se pueda otorgar un indulto anticipado, es  

decir, con efecto inmediato de suspensión de la prisión preventiva, sin perjuicio de que 

continúe el proceso y al existir la sentencia ejecutoriada se establecía si procedía o 

no el perdón de la pena, trasgrede los derechos de protección constitucionales 

denominados tutela judicial efectiva y debido proceso. Si de por sí, el indulto entra en 

conflicto con estos derechos y con los de las víctimas, más aún un indulto anticipado, 

el cual es inaplicable para el ordenamiento jurídico vigente por cuanto, el propósito 

incide en que dichas personas, esto es, las que laboran para la seguridad nacional en 

un conflicto armado interno, no se les aplique la medida cautelar de prisión preventiva, 

la forma de proponerlo es por otra vía, sin atentar contra la figura del indulto que se 

encuentra vigente. 

Finalmente, se pudo observar que, la propuesta de las leyes de  

Solidaridad Nacional e Integridad Pública no debe ser admitida y no solo por 

cuestiones de forma, como lo sucedido, sino por el fondo, que trasgrede los derechos 

constitucionales de protección y de las víctimas. Por ello, para intentar proponer un 

proyecto para ayudar a quienes trabajan en el sector de seguridad nacional, se debe 

buscar otros escenarios jurídicos, mas no con la figura del indulto anticipado con 

efecto diferido, esto, podría ser planteado con una reforma al Código Orgánico Integral 

Penal en su Art. 512 para establecer la no imposición de prisión preventiva, sino de 

las otras de ser el caso para ocasionar una desnaturalización de la figura del indulto. 

 

 

 

Conclusiones 
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• Estudio y análisis de las normas que regulan el indulto. 

• Replanteamiento de la Ley Orgánica de Solidaridad Nacional y Ley Orgánica 

de Integridad Pública en cuanto a la colaboración ante un conflicto armado 

interno para el personal que trabaja en la seguridad nacional, ya que, si el 

enfoque establecía que no proceda la prisión preventiva con el efecto diferido 

y que se resolvía la extinción de la pena de ser el caso, cuando exista la 

sentencia ejecutoriada, lo ideal habría sido proponer la reforma al Art. 520 del 

Código Orgánico Integral Penal en cuanto a las medidas cautelaras, que para 

estas personas proceden las otras medidas exceptuando la prisión preventiva 

exclusivamente para estos casos, mas no con la figura del indulto. 

Por ejemplo, “A los servidores que laboren para la seguridad nacional dentro 

de un conflicto armado interno se le podrá imponer cualquier medida cautelar, 

exceptuando la prisión preventiva”. 
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buen comportamiento, entre otros. En el mismo sentido, es pertinente señalar que, el Ecuador no 
contempla la figura jurídica del indulto anticipado presidencial, pese a intentar ser un proyecto de 
ley, es relevante e importante analizar la incidencia e implicación de un indulto que puede 
menoscabar o vulnerar derechos constitucionales como la tutela judicial efectiva, debido proceso 
y derechos de víctimas, más aún si este se concede anticipadamente, sin perjuicio que la 
extinción de la pena quedaba diferida hasta la sentencia ejecutoriada. Por tanto, se examinará la 
doctrina y normativa pertinente para poder abarcar el tema del derecho constitucional y penal, ya 
que, implica que una persona cometa una infracción penal.  
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